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Prólogo

			La fase histórica que atravesamos plantea retos muy complejos para el funcionamiento de los sistemas democráticos. La crisis económico-financiera empezada en 2008-2009, los procesos cada vez más frecuentes de retroceso democrático (incluso en el continente europeo, como demuestran los casos de Hungría y Polonia), la prepotente emergencia del fenómeno del populismo, incluso, dentro de las democracias consolidadas (como en los Estados Unidos con Donald Trump o en Italia durante el gobierno Lega-MoVimento 5 Stelle), así como la emergencia sanitaria relacionada con la pandemia de COVID-19 (que ha exacerbado las desigualdades sociales y afectado gravemente a los segmentos más débiles de la población) son fenómenos que nos acompañan desde hace tiempo, pero que todavía nos resultan muy difíciles de controlar y gestionar.

			En un contexto tan difícil para la democracia constitucional, el libro del profesor Raúl Gutiérrez Canales —que aborda el tema de la cultura constitucional— reviste una importancia trascendental. Más específicamente, esta obra propone colocar en el debate público la importancia de promover una cultura constitucional en las sociedades que adoptan el régimen democrático en su configuración política y formal. Para este efecto, se procura establecer los alcances de la cultura jurídica constitucional, identificándola como un asunto que, si bien puede responder a las características especiales de cada realidad constitucional, tiene un contenido mínimo que no puede ser relativizado al margen del principio de legalidad y de las obligaciones internacionales, sobre todo, en materia de derechos humanos. De este modo, el autor plantea que la promoción de la cultura jurídica constitucional en la sociedad debe formar parte de las políticas públicas estatales, pues, por medio de la identificación y compromiso social con los valores constitucionales, se puede revertir los negativos efectos de los retrocesos en la calidad democrática de los países en Latinoamérica y, a la vez, se puede encontrar una proyección cierta al fortalecimiento de la democracia constitucional. 

			La cultura jurídica constitucional, como refiere el profesor Gutiérrez Canales, no es un asunto espontáneo ni natural; exige la iniciativa estatal que, en todo supuesto, debe considerar que su implementación integral es un proceso en el que debe participar la sociedad de modo permanente. En ese sentido, cobra especial relevancia la característica esencial de las sociedades, que es la pluralidad. La obra desarrolla un interesante análisis sobre este aspecto. Así, alerta sobre la prioritaria necesidad de entender que la pluralidad no solo debe ser reconocida con criterios como la “tolerancia” o las “minorías”, sino que se debe avanzar hacia un paso cualitativo, que es el impulso de mecanismos efectivos de integración social.

			La cultura constitucional no solo puede estar basada en el derecho, pues es indispensable socializar la importancia del deber. No puede existir una democracia constitucional integradora (como denomina el autor) sin la configuración del deber desde una perspectiva cultural, es decir, desde un factor de convicción y compromiso genuino, y no solo desde la idea de la imposición o la obligación. Esto último brindará sostenibilidad a la democracia constitucional y se expresará en la corresponsabilidad ciudadana para su consolidación. 

			Con tal propósito, la obra analiza los retos de la cultura jurídica constitucional en América Latina, identificando temáticas de significativa atención como, por ejemplo, la relación de la cultura constitucional y la cultura viva; la redefinición de la discrecionalidad limitada del poder a partir de la jurisprudencia constitucional; el arraigo de la integración de la sociedad plural con fines comunes; y la superación de la convivencia entre la ciudadanía democrática formal y la desigualdad en Latinoamérica. Evidentemente, se trata de cuestiones especialmente sensibles y de actualidad no sólo en el contexto latinoamericano, sino en la mayoría de las regiones del mundo.

			El estudio del profesor Gutiérrez Canales no se agota en el campo estrictamente jurídico, pues considera fuentes de investigaciones multidisciplinarias que le otorgan mayor sustento a sus planteamientos. Por ello, llega a precisar los elementos y condiciones centrales que debe tomar en cuenta toda política pública estatal dirigida a construir una cultura jurídica constitucional desde la sociedad. Entre ellos, se encuentra la educación constitucional y democrática en todos los niveles, el enfoque práctico de la historia constitucional, la función social y democrática de los medios de comunicación, la institucionalidad y el derecho a la buena administración pública, y el interés público que reviste la idoneidad democrática de los partidos políticos.

			El autor también dedica mucha atención al papel desempeñado por la justicia constitucional en la difusión de los principios del constitucionalismo, subrayando con razón la necesidad de garantizar la legitimidad reforzada de los tribunales constitucionales, a partir de la preferencia de la meritocracia en su conformación y del establecimiento de reglas que desvinculen el sometimiento de su jurisdicción al poder político coyuntural. Estas reflexiones revisten especial importancia no solamente en América Latina, sino también en el contexto europeo. Durante los procesos de transición y consolidación democrática del siglo pasado, los tribunales constitucionales europeos ejercieron efectivamente el papel “contra-mayoritario” que les habían confiado los textos constitucionales, de tal forma que garantizaron una verdadera separación de poderes y una protección efectiva de los derechos fundamentales. Además, estos órganos contribuyeron en gran medida a promover y consolidar una cultura constitucional en el país en el que operaban. Su jurisprudencia produjo efectos educativos, lo cual provocó la difusión no sólo entre los juristas, sino también en el conjunto de la sociedad civil, una serie de valores constitucionales fundamentales, como el de la normatividad de la Constitución y de su supremacía sobre la legislación ordinaria, así como el de la inviolabilidad de los derechos humanos. En los últimos años, sin embargo, Europa ha conocido en su seno algunos tribunales constitucionales que desempeñan un papel diametralmente opuesto. De hecho, tras la involución populista-iliberal de Hungría y Polonia, los tribunales constitucionales de estos países han sido “capturados” por los partidos gobernantes, de forma que dejaron de ser órganos de defensa de las minorías para convertirse en órganos de apoyo de las mayorías. No sólo el papel educativo que desempeñaban los tribunales ha desaparecido, sino que ahora estos órganos, controlados por regímenes populistas, promueven valores e ideas iliberales, que se basan a menudo de una manera instrumental en nociones y conceptos constitucionales, como la soberanía, la dignidad humana y la identidad constitucional.

			A la luz de lo anterior, es evidente que uno de los mayores méritos del estudio del profesor Gutiérrez Canales es el de contribuir a una mejor comprensión de las dinámicas de la conocida distinción entre el law in the books y el law in action. Por un lado, en las últimas décadas, se ha asistido a un proceso de convergencia, desde un punto de vista formal, del contenido de los textos constitucionales alrededor del mundo. Pensemos, por ejemplo, en el progresivo reconocimiento de los derechos y libertades fundamentales. Por otro lado, sin embargo, la correspondencia entre lo que ha sido reconocido formalmente en el texto constitucional y la realidad es a menudo muy limitada (o a veces, incluso, inexistente), lo que da lugar a situaciones de constitución sin constitucionalismo y de democracias “de fachada”. Para evitar esta discrepancia entre el dato formal y el dato substancial, la existencia de una sólida cultura constitucional en la sociedad civil representa una condicio sine qua non: es esta cultura la que marca la verdadera diferencia entre un régimen democrático y otro autoritario o híbrido, y la que sirve para defender una democracia constitucional de una deriva antiliberal.
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Introducción

			Hay una idea generalizada y de consenso global de que la Constitución es la norma más importante de cualquier país. No obstante, su contenido y alcances tangibles para la vida cotidiana y el desarrollo de los pueblos no es parte de la conciencia e, incluso, del interés de la mayoría de los miembros de la comunidad. Es decir, existe una disociación entre la afirmación abstracta de la relevancia de la Constitución y su configuración práctica en el entendimiento común de la sociedad. Si esto ya es una inconsistencia, pues las normas deben ser eficaces, el problema se ahonda cuando persiste una cultura del incumplimiento o de la relativización del respeto por las reglas y principios constitucionales; peor aún, si esta falta de observación proviene de las propias autoridades representativas. 

			El Estado constitucional de derecho exige su realización. La identificación de los valores constitucionales, sobre todo desde la jurisprudencia constitucional y el Derecho internacional de los derechos humanos, es una fuente importante que brinda las condiciones para dar un paso cualitativo del reconocimiento a la eficacia. En ese sentido, la discusión no debería continuar en la conveniencia de regular positivamente más derechos, en la duda sobre la legitimidad de los jueces constitucionales para controlar el poder político o en cómo mejorar el contenido de la Constitución a partir de la importación de instituciones jurídicas sin analizar las diferencias y particularidades de cada sociedad. Es indispensable trasladar los esfuerzos de las discusiones teóricas a la integración de la sociedad con los fines del sistema constitucional.

			En un contexto en el que América Latina enfrenta cuestionamientos al modelo democrático, tanto en la narrativa como en la realidad de desigualdad ascendente, es menester reforzar (antes que replantear) la relación entre la democracia y la Constitución. El debilitamiento de las democracias no es un asunto menor y la ocurrencia de esta problemática se refleja en el sentir ciudadano, ya sea en la falta de confianza, en el rechazo o en el hartazgo respecto de un sistema que no funciona porque no lo protege y lo excluye. En este sentido, la superación de los problemas y el robustecimiento de la democracia debería considerar un enfoque de democracia integradora desde la sociedad diversa, donde el fomento de políticas públicas sobre cultura constitucional en todos los niveles de la sociedad y el Estado cumplirá un papel clave. 

			El constitucionalismo en el escenario actual, donde la justicia constitucional ha cobrado un rol protagónico en el modelo democrático, producto de su función interpretadora, requiere ampliar la esfera de sus alcances para poder consolidarse. Esta consolidación implica tomar en cuenta la tarea integradora de la sociedad que debe cumplir el texto constitucional que reconoce el régimen democrático. Si la comunidad y la organización estatal no comprenden que la justicia constitucional es la herramienta base para el cumplimiento de la Constitución, podríamos dirigirnos a un futuro incierto sobre la efectividad de la supremacía constitucional. Más aun, en un escenario en el que las altas cortes constitucionales evidencian un poder notable que no solo genera críticas, sino la intención de intervenir indebidamente en ellas para evitar su rol de control.

			En ese conjunto de ideas, la presente investigación plantea priorizar la mirada hacia el fomento de una cultura jurídica constitucional desde el Estado, con especial énfasis en la regulación y realidad latinoamericanas. Esta cultura, que tiene incidencia directa en el fortalecimiento del modelo democrático, permite otorgar sostenibilidad a la eficacia de la Constitución mediante la socialización de sus valores. Del afianzamiento de una cultura constitucional en el marco de la gestión pública, dependerá en gran medida la consolidación de una democracia constitucional verdaderamente integradora.

			De esta manera, se define el contenido y los alcances de la cultura jurídica constitucional, así como su importancia para la vigencia del Estado de derecho. Se identifican los elementos que configuran su relación con la democracia, la ciudadanía, la pluralidad social, pero todo ello sin descuidar una visión general de la realidad latinoamericana. Se precisa el valor del sistema educativo en la implementación idónea de la cultura jurídica constitucional y las condiciones mínimas que deben estar garantizadas para su efectividad como, por ejemplo, el rol democrático de los medios de comunicación, la institucionalidad en el Estado, el aseguramiento del derecho a la buena administración pública y el interés púbico que caracteriza a los partidos políticos. 

			Sin ciudadanía consciente y activa no hay exigencia de derechos ni cumplimiento de deberes, que son elementos capitales para la construcción de la democracia constitucional. El rumbo del cambio de paradigma cultural debe centrarse en el rol proactivo del Estado mediante la implementación integral de políticas públicas de fomento de una cultura jurídica constitucional, que deje de lado el papel pasivo o reactivo de la administración pública frente a los reclamos que caracterizan a los tejidos estructurales de desigualdad. 

			Finalmente, se estudian las razones que deben ser tomadas en cuenta para fortalecer la legitimidad de la justicia constitucional, en el entendido que esta es una herramienta vital para asegurar una cultura jurídica constitucional con vigor y apartada de cualquier acción que pueda debilitar su autonomía o independencia. 

			La cultura jurídica constitucional apuesta por la formación de ciudadanos conocedores de sus derechos, deberes y de la organización pública. Ello hace posible la identificación y compromiso del ciudadano con la Constitución y su defensa. Contar con ciudadanos con valores constitucionales es el camino adecuado para consolidar un régimen democrático auténticamente plural. En todo caso, si bien la cultura jurídica constitucional es un proceso de largo aliento, este debe empezar ya, siendo el primer responsable de tamaño encargo el Estado.

		

	
		
			
Capítulo I 
La cultura y la cultura jurídica

			
1.	LAS CARACTERÍSTICAS DE LA CULTURA

			Para conocer el contenido de la cultura jurídica, sus alcances y su importancia, es necesario identificar, en primer lugar, qué se entiende por cultura y, a partir de allí, precisar las características esenciales de la variante cultura jurídica. Dicho entendimiento nos pondrá en mejor posición para comprender la necesidad de identificar una cultura jurídica en nuestra sociedad y de promover un tipo de cultura jurídica que contribuya al fortalecimiento de la justicia y el Estado constitucionales de derecho. 

			De acuerdo con la definición gramatical del concepto de cultura, este corresponde al “conjunto de modos de vida y costumbres, conocimientos y grado de desarrollo artístico, científico, industrial, en una época, grupo social, etc.”1. Estos alcances son indispensables para la configuración de la idea; no obstante, la cultura abarca un amplio espectro de valoraciones. Como reconoce el profesor Eduardo Bericat, la cultura se ha definido de múltiples formas, en las que destacan, por un lado, tres conceptos esenciales: como modo de vida, como universo simbólico y como virtud; y, por otro lado, tres componentes: las ideas, los valores y las emociones2. Todos son válidos, pero, a la vez, reflejan no solo la amplitud del concepto, sino, sobre todo, la apertura para incorporar elementos que no restrinjan su contenido y su efecto en una sociedad cada vez más plural.

			Aun cuando cabe reconocer que el concepto de cultura es complejo y que la postulación de su indeterminación tiene justificados argumentos, podemos afirmar o, al menos, llegar a un consenso de que la cultura en sus elementos esenciales de identificación sí resulta descriptible y, como tal, es perfectamente posible observar su manifestación en la realidad. En tanto eje de afirmación de identidades concretas, la cultura se afirma en los elementos que configuran las particularidades y distinción de una determinada sociedad. 

			En efecto, si bien podemos afirmar que la cultura integra a aquellas características que identifican a una sociedad en un tiempo determinado, es claro que su entendimiento tiene una naturaleza eminentemente práctica. Es preciso explorar su contenido amplio, pues las características que se observarán comprenden diversos elementos (desde acciones, normas y formas de entender la realidad hasta aspiraciones comunes) en contextos de sociedades heterogéneas (dentro de un concreto grupo social, incluso, coexisten diferentes intereses) y, todo ello, en espacios y tiempos que son dinámicos. 

			Así, la propia definición gramatical de cultura deja una puerta abierta para ingresar a un extenso campo de posibilidades. Por ello, podemos identificar tipos de cultura más conocidos como la cultura física (conocimientos y práctica de gimnasia y deportes) o la cultura popular (expresiones tradicionales de un pueblo), pero, también, calzan como cultura aquellas que se desarrollan en espacios más concretos como una específica cultura organizacional (valores de una empresa que rigen sus relaciones internas y externas) o una cultura investigativa en la universidad. A la par, se puede identificar algunos alcances que contribuyen a la formación de una cultura que trasciende fronteras, con capacidad de influencia en los distintos niveles de la administración pública y de la sociedad, como es el caso de la denominada cultura de paz.

			Asimismo, como refiere el profesor Volkmar Gessner, el propio Estado nacional se configuró sobre la base de una cultura identificable, de modo que podía ser tratado, generalmente, como una unidad cultural, dejando a salvo la presencia de subculturas y la influencia de culturas externas. Por ello, se puede identificar una variedad de indicadores al comparar las culturas nacionales: el tiempo, la comunicación, las cadenas de acción (secuencias predeterminadas de acciones en la cotidianidad) y el flujo de la información (sea formal o informal)3. Además, resulta pertinente en este apartado la diferenciación conceptual entre Estado y nación que, tal como nos recuerda el profesor Francisco Tortolero, sigue la idea siguiente: “El Estado representa una unidad jurídico-política, circunscrita a un territorio; la nación, una comunidad política ligada a un sentimiento identitario que puede sobrepasar fronteras”4. Tal identidad, precisamente, es la que permite diferenciar e identificar determinadas culturas más allá de la estricta composición territorial. 

			Entonces, la cultura, si bien tiene una esfera de definición amplia, puede determinarse a partir de campos concretos de identificación. Algunos de estos pueden ser muy extensos y otros no tanto. En todo supuesto, la cultura no solo recoge prácticas establecidas o arraigadas, también comprende motivaciones, ideales, objetivos a alcanzar, los que se gestan a partir de valores comunes. A todo ello, hay que sumar el hecho de que el dinamismo de los problemas, necesidades y aspiraciones de las sociedades permite cambios de patrones culturales, los que no pueden estar al margen de las decisiones y políticas de las autoridades, los gobiernos, y el sistema jurídico. 

			En tal sentido, si reflexionamos sobre la cultura no podemos dejar de considerar que las culturas y los grupos sociales cambian con el paso del tiempo. Por ello, el cambio cultural se expresa en las transformaciones que definen y desarrollan tanto la cultura como las instituciones sociales. Los cambios culturales no solo responden a causas naturales con enfoque pasivo, también son consecuencia de una serie de factores que comprenden la iniciativa humana; entre ellos, las innovaciones, los descubrimientos, el perfeccionamiento y, por supuesto, la implementación de medidas estatales y las normas. 

			Finalmente, tampoco se puede desatender la presencia del contexto globalizador y reflexionar sobre su adecuada influencia en sociedades plurales o multiculturales. Es cierto que hay sociedades más receptoras que otras y que la globalización tiene ventajas significativas para el progreso de los pueblos; sin embargo, es menester enfatizar en que todo proceso de aculturación o de tendencia a la unificación cultural debe guardar respeto por las identidades culturales originales. Y no se trata de afirmar un respeto como sinónimo de intransigencia o estrechez por los cambios, se trata, en este específico supuesto, de no solo integrar a los diferentes grupos sociales a los beneficios de las nuevas prácticas u objetivos, sino también de considerar sus particulares espacios y modos de ver el mundo; es decir, de comprender que las diferencias requieren procesos de adaptación de ambos lados. 

			No debe olvidarse que las estructuras culturales pueden también experimentar una reafirmación, ya sea a modo de recuperación o restauración, cuando se expone a alteraciones. Las reformas en los contextos sociales no pueden ser abruptos, pues la cultura como parte de un proceso de adaptación involucra un amplio abanico de valores que se manifiesta en prácticas que van desde la identidad nacional o de grupo hasta las relaciones de las personas con su sistema político y jurídico. En ese sentido, pasan, inevitablemente, por las tradiciones, la religión, la educación o la proclividad hacia ciertas conductas como la empatía, la solidaridad, la pertenencia o la cooperación.

			
2.	LA CULTURA JURÍDICA

			El ámbito del derecho no es ajeno a las variantes de la cultura. No solo podemos hablar de cultura jurídica, sino que podemos ubicarla en un espacio específico, como la cultura jurídica de un país determinado o de un continente, esto último a propósito de los sistemas de integración como la Unión Europea. Incluso, dentro de un país pueden coexistir culturas jurídicas debido a la autonomía normativa de las respectivas facciones territoriales, como sucede en los países con organización federal. Las diferencias pueden ser tan grandes que hay países como Estados Unidos de América donde, en algunos Estados, temas tan controvertidos socialmente como la pena de muerte o el aborto son permitidos y, en otros Estados, son conductas que están proscritas. 

			Igualmente, la referencia a la cultura jurídica puede integrar a los sistemas tradicionales como el civil law y el common law, en atención a la prevalencia de la respectiva fuente del derecho que se tome en cuenta en una comunidad. En función de la fuente de derecho más influyente, se puede identificar algunos rasgos de la orientación de una cultura jurídica. Si las costumbres tienen prevalencia, es posible que las reglas sociales tengan mayor legitimidad social; si la jurisprudencia se impone, es razonable que la sociedad confíe más en el razonamiento de sus jueces para resolver los problemas sociales y fijar las reglas hacia futuro; y si la norma legal ostenta una prevalente vinculatoriedad, lo más seguro es que se trate de una sociedad que cumpla las reglas por su solo carácter expreso o positivo. Si bien no es correcto generalizar y puede haber otros factores externos influyentes, lo real es que son indicativos que pueden ayudar a distinguir y comprender la cultura jurídica en un concreto grupo social.

			La consolidación del Estado de derecho cumple un rol fundamental para afirmar la cultura jurídica. Ya existen interesantes iniciativas que miden cuánto las sociedades se adhieren al Estado de derecho. Así, la organización World Justice Project (WJP) presenta de manera periódica el Índice Global de Estado de Derecho, cuya edición 2022 concluyó que la adherencia al Estado de derecho en los países encuestados (140) cayó en 61%. Entre ellos, en América Latina y el Caribe, de 32 países considerados, prácticamente la mitad se haya por debajo del 50 % de adhesión al Estado de derecho5. Entre los factores que se toman en cuenta para esta medición, se hallan los límites al poder gubernamental, ausencia de corrupción, gobierno abierto, derechos fundamentales, cumplimiento regulatorio, justicia civil, entre otros. 

			Los factores anotados expresan que el grado de desarrollo del Estado de derecho define cuán afianzada está la cultura jurídica en una sociedad. El Estado de derecho, recordemos, responde al principio de gobernanza que impone que todos (ciudadanos, instituciones, y autoridades públicas y privadas) se encuentren sometidos a la legalidad en condiciones de igualdad; legalidad que, por supuesto, se refiere al ordenamiento jurídico en su integridad. En este sentido, el avance del Estado de derecho en un país o en una jurisdicción territorial definida permite identificar no solo el progreso de la cultura jurídica (mediante el apego o cumplimiento de la legalidad por parte de la sociedad y el Estado), sino si realmente existe y, también, en su caso, los efectos negativos de su ausencia. 

			Entonces, podemos hablar con categoría de una cultura jurídica, la que, por su naturaleza de tipo de cultura, no es única ni permanente en el tiempo y en el espacio. Como es conocido, el profesor Lawrence Friedman es el referente autorizado en materia de definición de la cultura jurídica6. Señaló que la cultura jurídica es el conjunto de valores, ideas, actitudes y expectativas respecto tanto del derecho como de su contenido. De este modo, distinguió entre la cultura jurídica interna, que es la que corresponde a los profesionales del derecho, y cultura jurídica externa, que es la que corresponde a aquella que es compartida en una determinada sociedad. 

			Sin embargo, es necesario precisar que ambos conceptos no se pueden observar por separado; todo lo contrario, persiste una ineludible relación de mutua influencia entre ambos. La cultura jurídica interna, al tener la competencia para reformar el sistema, determina las vías para dar respuesta a las demandas ciudadanas. De la efectividad u oportunidad de las respuestas que se brinden, dependerá en gran parte la valoración y disposición de los ciudadanos respecto de su ordenamiento jurídico, lo que equivale a la cultura jurídica externa. Por ello, resulta un ejercicio inaplazable la observación de los diferentes fenómenos sociales para poder explicar adecuadamente el funcionamiento real del sistema jurídico.

			La presencia de la cultura jurídica en los miembros de la sociedad es indispensable para la eficacia del ordenamiento jurídico. La cultura jurídica no es un atributo exclusivo de los que hacen las leyes o de los abogados. Así, no se agota en el conocimiento teórico de las reglas por parte de los especialistas; todo lo contrario, reposa en el entendimiento y en la práctica generalizada de una comunidad, dentro de la cual se hallan los expertos en derecho o los legisladores. Las fuentes del derecho, que le otorgan contenido a la cultura jurídica, no tienen un origen, vigor ni proyección al margen de la sociedad en la que se desenvuelven, menos aún en el contexto democrático donde el poder soberano descansa en la población y cuyos derechos (que se reconocen en las normas o en la jurisprudencia) son el fin supremo del Estado.

			En una línea de pensamiento, que no es contradictoria a la de Friedman, el profesor Luigi Ferrajoli destaca que la cultura jurídica puede ser entendida desde diferentes enfoques:

			“[E]n primer lugar, el conjunto de teorías, filosofías y doctrinas jurídicas elaboradas por juristas y filósofos del derecho en una determinada fase histórica; en segundo lugar, el conjunto de ideologías, modelos de justicia, y modos de pensar sobre el derecho, propios de los operadores jurídicos profesionales, ya se trate de legisladores, de jueces o de administradores; en tercer lugar, el sentido común relativo al derecho y a cada institución jurídica difundido y operativo en una determinada sociedad”7.

			En los casos descritos, se advierte la diferenciación de la cultura jurídica que tienen los expertos doctrinarios y los operadores jurídicos profesionales respecto de la cultura jurídica que parte del sentido común de la sociedad. Y, una vez más, esta distinción no se hace con el mero afán de establecer una clasificación teórica sin correlato práctico. Contrariamente, se particulariza su esencia no solo para demostrar su relación, sino, también, para evidenciar la necesidad de que la misma se produzca de modo efectivo.

			Entonces, la cultura jurídica corresponde al conocimiento, entendimiento y práctica de un determinado ordenamiento jurídico vigente y sus valores por parte de una sociedad. La cultura jurídica, como integrante de toda expresión cultural, identifica parte de las características de una determinada sociedad; no obstante, la cultura jurídica ostenta una especial importancia, pues define el compromiso efectivo de una sociedad con el Estado de derecho y el modelo democrático, ejes del desarrollo colectivo. 

			El ordenamiento jurídico y sus valores, que forman parte del objeto de la cultura jurídica, tienen una dimensión amplia. No se reduce a una norma escrita, ni nacional; puede haber normas interpretadas o normas internacionales que forman parte del derecho nacional. Lo que cuenta son las fuentes y mecanismos propios del sistema jurídico, lo que comprende la jurisprudencia, las leyes o la doctrina dominante que guía alguna solución jurídica. Asimismo, a propósito de la influencia del Estado constitucional de derecho, cobra significativo valor los principios que orientan las demás fuentes del derecho y que no necesariamente están previstas de modo positivo en una norma. 

			Y así como se aprecia un enfoque amplio en el concepto de ordenamiento jurídico para definir la cultura jurídica, también ocurre una situación similar con relación a los alcances de lo que debemos entender por sociedad. La sociedad, en este ámbito, debe entenderse en su dimensión integral, como aquel conjunto de personas que existen, desarrollan sus acciones y se relacionan bajo la vinculatoriedad de normas comunes, tanto jurídicas como sociales. La cultura jurídica no es el monopolio de los expertos en elaborar normas o de los juristas; es, como se dijo antes, una expresión cultural de una sociedad y, en esa medida, forma o debe formar parte de toda sociedad que tiene identidad propia. Ahora bien, hay que precisar que las diferencias dentro del grupo social forman parte del reconocimiento de la pluralidad, que es un aspecto fundamental de una cultura jurídica que tiene validez en el régimen democrático. 

			
3.	LA CULTURA JURÍDICA Y LA COMPRENSIÓN DEL DERECHO

			
3.1.	El contenido cierto y vinculante del derecho

			La cultura jurídica, creemos, corresponde al entendimiento del derecho en su dimensión correcta. Si podemos identificar una cultura jurídica, es porque existe un entendimiento adecuado del contenido cierto del sistema jurídico. No se puede afirmar que existe cultura jurídica si la cultura es la ilegalidad, la distorsión o la desinformación de lo que realmente comprende el derecho vigente; eso de ninguna manera puede ser cultura jurídica. 

			Tampoco es apropiado incorporar en este escenario la permisión de conceptos como subculturas jurídicas, que respondan a cierta autonomía diferenciada o tengan carácter marginal respecto de una supuesta “cultura hegemónica”. Las subculturas pueden ser aplicadas en otros ámbitos, mas no en el derecho. Las normas generales y los valores que la integran no son una discrecionalidad; todo lo contrario, si existe una norma general es porque su cumplimiento es obligatorio. Así como las normas de habilitación —como puede ser el reconocimiento de facultades o prerrogativas para los funcionarios públicos— se rigen por el principio de legalidad, el reconocimiento de libertades o de autonomía de la voluntad civil no puede contradecir las normas de orden público que son, indiscutiblemente, imperativas y prevalentes. 

			Una subcultura ejercida por un grupo social que se considera marginal posee una escala de valores distinta o contraria a la que rige con carácter general para la sociedad en su conjunto, sea de un ámbito concreto del que se trate. Es decir, corresponde a la construcción y práctica de subjetividades, afirmando una identidad propia en protesta de lo que se entiende como “cultura dominante”. En este sentido, dada la condición vinculante del ordenamiento jurídico no pueden tener espacio subculturas que consideren al derecho como una alternativa y, menos, crear un propio orden de reglas al margen del derecho en vigor. 

			En este apartado, es preciso recordar que el derecho, como expresión cultural, tiene una singularidad en el espacio y tiempo en el que despliega sus efectos, pero afianza más que cualquier otra manifestación de la cultura la característica esencial de la unión del grupo. El derecho al regular las libertades y deberes, mediante la estructura política y la organización jurídica de una sociedad, tiene la misión de integrar al grupo. Es verdad que lo hace mediante reglas obligatorias, pero se trata de reglas legítimas, por cuanto la dación de estas corresponde al ejercicio de las competencias de órganos públicos que fueron elegidos por la población en mayoría, como puede ser un parlamento. Por tanto, la conexión entre las normas y los ciudadanos no es solamente una relación de deber, sino también de identificación con los propósitos del sistema jurídico, que no son otros que la pacificación, el orden público o la convivencia social en términos de equidad, justicia y respeto por la diversidad. 

			Por ello, precisamente, son válidos los casos de tratos diferenciados legítimos, acciones afirmativas de igualdad o medidas de equiparación ante situaciones de desventaja objetiva (como cuotas para sectores vulnerables), pues estos serán materia de habilitación mediante una fuente válida del derecho, como puede ser la norma o la jurisprudencia con efecto normativo. El entendimiento del derecho como cultura jurídica, puede tener grados de desarrollo, pero no es relativo en función de los intereses de las personas, como sí puede suceder en campos como los de la música, la vestimenta o la comida. 

			El derecho no admite tolerancia respecto del incumplimiento de sus fuentes y sus fines. Pueden considerarse agravantes o atenuantes a la hora de aplicar una pena, pueden utilizarse principios de interpretación constitucional para salvar la vigencia de una ley, puede otorgarse una medida cautelar de no innovar antes de la emisión de una sentencia, puede disponerse la aplicación del control difuso en un caso concreto e, incluso, puede reconocerse una amplia discrecionalidad para otorgar un indulto. Sin embargo, todas estas situaciones excepcionales no parten de la decisión libre de las personas o funcionarios de cumplir o no cumplir con la vigencia del derecho. 

			La excepcionalidad, con mayor razón, al hacer una diferenciación o una permisión extraordinaria, sigue un criterio restrictivo, el mismo que impone que su posibilidad debe estar establecida expresamente como tal en la norma y, claro está, debidamente justificada. Por tanto, ningún incumplimiento discrecional al margen del derecho (que incluye un cumplimiento parcial) puede ser validado por este, de forma que no puede ser considerado cultura jurídica. 

			Es necesario acotar que lo antes descrito de ningún modo contradice la idea de que el derecho es dinámico. No estamos alegando que las reglas existen y todos debemos seguirlas con ánimo de conformismo o resignación sin límite de tiempo. Claro que las normas y la propia orientación de la jurisprudencia, así como las costumbres, pueden variar o ser modificadas con el curso de la historia (lo que incluye, además, la posibilidad de derogación); no obstante, esta transformación de las fuentes del derecho no están al margen de observar las instituciones y herramientas jurídicas vigentes, las que pueden ser de naturaleza sustancial (como las cláusulas constitucionales de intangibilidad, como es el principio de separación de poderes) o procedimental (respetar el procedimiento de modificación normativa atendiendo a la particularidad del contenido de la norma: si se trata de una ley ordinaria, orgánica o de reforma constitucional). 

			
3.2.	Los límites establecidos por las obligaciones internacionales 

			El derecho vinculante y cierto está conformado también por las normas internacionales que rigen en el ámbito nacional de los países obligados. Cuando se afirma que la cultura jurídica toma en cuenta las fuentes del derecho, debe tenerse presente que los tratados y los pronunciamientos de las cortes internacionales son parte de la fuentes normativa y jurisprudencial de obligatoria observancia, respectivamente. Y, aún más, las fuentes internacionales, que también comprenden principios generales del derecho (como la buena fe en la interpretación de los tratados o el pacta sunt servanda), resultan de indispensable consideración para la propia atención de lo que se discute en los procesos constituyentes. 

			En efecto, la vinculatoriedad de los tratados y pronunciamientos internacionales comportan un verdadero límite no solo para la legislación nacional (en virtud del principio de adecuación), sino también para la elaboración de los textos constitucionales, sobre todo, en lo que atañe a la parte dogmática y a los elementos esenciales de la democracia. Las obligaciones internacionales, en este sentido, no solo aplican para los organismos públicos sino para sociedad en su conjunto, lo que incluye a los representantes que participan en una asamblea constituyente. 

			Con decisiones unilaterales contrarias a los acuerdos obligatorios o bajo la idea de que el poder constituyente puede ser válidamente arbitrario, no se construye ni se fortalece la democracia ni un Estado constitucional. En tal sentido, la cultura jurídica inevitablemente requiere incorporar la máxima de que el poder en todas sus expresiones es limitado, sea que se trate del poder constituido como del poder constituyente. Y, precisamente, una manifestación de las limitaciones mínimas del poder constituyente corresponde a la vigencia de los principios, normas y jurisprudencia de las fuentes jurídicas internacionales vigentes en un determinado territorio nacional. 

			En un régimen democrático con deberes internacionales de protección de los derechos humanos, el denominado poder constituyente, otrora concepto prejurídico e ilimitado que recae en la sola voluntad general de la población, ya no tiene discrecionalidad absoluta8. En un momento en el que existe una historia constitucional de siglos y se está en la esfera de una comunidad internacional con relaciones jurídicas, no corresponde afirmar una expresión fundacional de un poder constituyente con capacidad de operar sobre la nada. Todo lo contrario, se trata de un poder constituyente en su fase transformadora de estructuras y sistemas con valores forjados a través de un espacio temporal amplio. 

			Lo anotado se aprecia en los deberes internacionales contenidos en los tratados. Basta ver el artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados: “Una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado”. Del mismo modo, en el sistema interamericano, rige el control de convencionalidad, que ha sido desarrollado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de conformidad con el artículo 1 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos (Pacto de San José): “Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción”. El control de convencionalidad, que puede ocurrir en el nivel internacional y en el nivel interno9, es ampliamente reconocido en los países latinoamericanos para hacer prevalecer los alcances de la Convención Interamericana de Derechos Humanos sobre los actos y normas nacionales en casos de incompatibilidad. Una muestra del poder de sus alcances es lo pronunciado originalmente por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Almonacid Arellano y otros vs. Chile”: 

			“[C]uando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermadas por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer una especie de “control de convencionalidad” entre las normas jurídicas internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana”10.

			El control de convencionalidad es un mecanismo obligatorio que refleja la importancia de la consideración de las fuentes jurídicas internacionales en la cultura jurídica. Dicho control, como se desprende de su contenido, tiene funcionalidad deseable en el campo de la jurisdicción nacional. Su mayor eficacia se debería replicar en el trabajo de los jueces nacionales, quienes requieren para tal efecto tener un conocimiento integral respecto de la vitalidad de la fuente jurídica internacional, corrigiendo en su oportunidad cualquier contradicción entre una norma internacional y una interna. Pero esta labor y, sobre todo, la decisión en sí misma de aplicar el control de convencionalidad exige tener una cultura jurídica constitucional sólida, pues inaplicar normas nacionales vigentes para preferir normas internacionales va más allá del mero uso de un mecanismo procesal, pues implica un compromiso y convicción categórica personal con la protección de los derechos humanos y, a la vez, con el deber de la administración pública. 

			Además del control de convencionalidad, existe el principio de progresividad y no regresividad de los derechos que tiene manifestación, entre otros, en el artículo 2.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que señala lo siguiente: “Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas […] para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos”. Este principio impone que las normas nacionales y su respectiva interpretación no pueden dejar de observar lo avanzado en el ámbito de la garantía del contenido y alcances de los derechos. En consecuencia, configura un estándar de interpretación vinculante que limita la acción competencial de los órganos estatales y, cómo no, la de cualquier iniciativa que incida en la regulación de los derechos en el nivel interno de los Estados. 

			Entonces, la relación de la sociedad con el derecho no es una alternativa, es una relación de vinculatoriedad en todos los niveles, lo que comprende, incluso, al propio poder constituyente. Y esto es un efecto de la consolidación de los regímenes democráticos constitucionales que establecen límites a la actuación de los poderes en el contexto del respeto a los derechos humanos, y el establecimiento de mecanismos idóneos para su eficacia y protección. Por ello, el conocimiento de estos alcances no admite valoraciones o interpretaciones libres que contradigan el sentido de las fuentes jurídicas en vigor.

			
3.3.	La sociedad en la construcción de la cultura jurídica

			Habrá cultura jurídica si lo que se entiende por el derecho es la información verídica. Se puede tener mayor o menor entendimiento e información jurídica, pero la que se tenga requiere ser auténtica para estar dentro del contorno de una cultura jurídica. Ahora bien, el entendimiento no está dirigido a cubrir el conocimiento exacto de conceptos, sino a operar en el campo de la razonabilidad, en la identificación de la validez de las fuentes del derecho y la importancia de su vigencia. La cultura jurídica no solo abarca la legalidad en sentido estricto, pues el ordenamiento jurídico, además de normas escritas, también comprende otros elementos vitales como la jurisprudencia constitucional y los principios en vigor. 

			Entonces, la cultura jurídica rebasa a una sola fuente de derecho como puede ser la legislativa que, siendo importante, no es la única. Pero, claramente, la identificación y comprensión de las demás fuentes del derecho por parte de los ciudadanos no es un asunto generalizado ni una situación que se pueda lograr con facilidad. Es preciso que haya una política dirigida a efectivizar el conocimiento del derecho en su dimensión integral por parte de la población. Dicha integralidad no se refiere a un criterio de experticia, sino a un criterio de condiciones mínimas donde la norma o la fuente de que se trate no solo sea conocida, sino también comprendida en cuánto a su justificación y fines en atención del interés público.

			Así, el entendimiento anotado afianza la idea y la necesidad que refiere el profesor Häberle en el contexto de la Constitución cuando afirma que “[l]as Constituciones vivas son la obra de todos los intérpretes constitucionales de la sociedad abierta”11. La interpretación por parte de todos los actores de la sociedad, y no solo de los juristas, no responde a una apertura discrecional o que no tenga un punto de partida. La interpretación es necesaria, porque involucra un razonamiento que trasciende al sentido literal de la normatividad, de forma que se torna indispensable encontrar e identificar el sentido de las fuentes jurídicas y la importancia de su eficacia. Esto último solo será posible si se cuenta con las herramientas que brinda una cultura jurídica en su sentido auténtico, sobre todo, en lo que corresponde a una cultura jurídica constitucional.

			No debe perderse de vista, como refiere la profesora María Luisa Balaguer, que 

			“la Constitución no es un cuerpo dogmático cerrado en sí mismo que se impone como una verdad revelada y única sobre el conjunto de los operadores jurídicos, sino el resultado de un proceso de conciliación de intereses que se desarrolla y se extiende para renovar, de manera constante, esa conciliación y pacificación social”12. 

			Ciertamente, la pacificación social, que es un objetivo, implica entender que existe un proceso previo, donde de manera impostergable participa o debe participar la sociedad. Esta participación es la que definirá la sostenibilidad de la citada pacificación. 

			En tal sentido, no basta con que los legisladores u operadores jurídicos tomen en cuenta la realidad social para hacer su trabajo; es necesario también que la sociedad se involucre. Para que esta intervención tenga funcionalidad, es imperioso que los miembros de la sociedad hayan alcanzado una cultura jurídica tal que les permita tener solvencia a la hora de participar en el proceso. De nada sirve convocar o consultar a la sociedad o a sus representantes civiles para, por ejemplo, la implementación, monitoreo o mejora de alguna norma si no existe un conocimiento adecuado ni compromiso con los propósitos a alcanzar. 

			Bajo tales ideas, es evidente que la cultura jurídica requiere el cumplimiento de algunos retos. El profesor Ferrajoli, de modo pertinente, confirmó una crítica realista a propósito de la ciencia jurídica, en tanto es una ciencia de escasa visibilidad, cuyo carácter especializado la hace inaccesible a los no expertos en derecho, al punto que la figura profesional del jurista se caracteriza por estar dotado de una cultura jurídica, pero, generalmente, desprovista de otro tipo de cultura, lo que explica una extraordinaria capacidad de resistencia ante las transformaciones políticas y culturales. 

			En tal sentido, se puede afirmar que, aun cuando la cultura jurídica puede ser definida y clasificada en el marco de la amplitud de la definición de cultura e, incluso, mostrar la relación entre sus componentes, también nos muestra retos. La cultura jurídica que puede evidenciar distintos grados de entendimiento, dependiendo del sector de la población del que hablemos, no debe ser mirada (sobre todo, por las autoridades y creadores del derecho) con pasividad sin procurar la construcción progresiva de un objetivo deseable, que puede ser, entre otros, el cumplimiento de la legalidad por parte de la población en su conjunto.

			La cultura jurídica en el campo técnico especializado (operadores jurídicos o profesionales del derecho) o en el campo social no especializado (la población) requiere tener puntos en común mínimos, y esto debería tener una garantía desde el Estado a través de medidas concretas de su fomento y sostenibilidad. Las normas que integran el ordenamiento jurídico tienen carácter general, se aplican para todos, en principio, sin distinciones. No en vano existen principios reconocidos por la jurisprudencia constitucional que ratifican la necesidad del conocimiento jurídico normativo, como es el caso del principio de que “la ley se presume conocida por todos”13. El principio de publicación formal de la ley, como condición para su vigencia, tiene como objetivo el conocimiento general ciudadano, pero esta situación no ocurre regularmente y, por causa de asegurar otro principio, como la seguridad jurídica, se institucionaliza la presunción del conocimiento, aunque sea clara una falta de correspondencia con la realidad. 

			Es verdad que la publicidad de las normas y la presunción de su conocimiento general son necesarias para afianzar el Estado de derecho, pero también es menester tomar en consideración que las presunciones no son legítimas en sí mismas, sino que requieren elementos objetivos para afirmar que su validez tiene sustento en la existencia de condiciones reales que, en este caso, recaerían en las condiciones adecuadas para que la ciudadanía no solo tenga acceso a la normativa, sino, sobre todo, capacidad para entender su contenido y repercusión social. 

			Podríamos preguntar si en un Estado constitucional de derecho ¿es suficiente la publicación de las normas para involucrar objetivamente a la sociedad en su vigencia de hecho? La publicidad está bien, pero no es un mecanismo autosuficiente para lograr la eficacia de las normas. Es preciso avanzar y complementar su utilidad con medidas razonables y progresivas. El conocimiento y la aplicación de las normas elementales (como las de naturaleza constitucional) no debe ser un asunto exclusivo de los profesionales del derecho, es necesario integrar a la sociedad para su efectividad.

			En ese sentido, la cultura jurídica, en el extremo del conocimiento y compromiso con la legalidad, puede integrar contenidos mínimos que son precisos de ser promovidos desde la administración pública, que es la actora más relevante en la garantía del Estado de derecho. De allí, que no sea apropiado equiparar el concepto de cultura jurídica (incluso, desde una perspectiva subjetiva) con el nivel de desarrollo de esta. El mayor o menor grado del conocimiento del derecho no determina que la cultura jurídica tenga diversas acepciones. 

			Por ello, no deja de ser importante la puntualización que hace el profesor Rogelio Pérez, quien señala que la cultura jurídica “no debe ser confundida con el grado de conocimiento del derecho, aunque éste puede ser una dimensión de ella”14. Y esto es así, porque todas las personas, seamos expertas en materia jurídica o no, tenemos opiniones, creencias o valoraciones sobre el derecho. El sistema jurídico está presente en nuestras vidas, desde que hacemos un trámite, transferimos nuestras propiedades, votamos por nuestros representantes o pagamos una multa administrativa. Asimismo, alguien que ha sido parte de un proceso judicial sin ser abogado tendrá una experiencia distinta a la de otro ciudadano que no ha litigado jamás, pero ello no definirá que se tenga o no cultura jurídica. 

			Entonces, las personas poseeremos una cultura jurídica en tanto se vislumbre un entendimiento del derecho en su sentido válido (en función de las fuentes que componen el ordenamiento jurídico), no siendo posible hablar de cultura jurídica si el conocimiento, el entendimiento y la práctica del derecho son contrarios a su contenido y fines. Por otro lado, la variabilidad está en el grado de desarrollo del entendimiento que una persona o un grupo de personas tiene con relación al derecho. 
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